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RESUMEN
Hasta ahora, la práctica judicial ha identificado o catalogado algunas actividades como 
peligrosas, como los combustibles, los explosivos, las redes de energía, la conducción 
de vehículos y aeronaves, las armas de fuego, los hospitales psiquiátricos, las fumigacio-
nes aéreas, los gases residuales, entre otras. Lista que no es taxativa y que puede verse 
ampliada de forma considerable si tenemos en cuenta la situación de alta peligrosidad 
en la que viven muchas poblaciones colombianas.
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ABSTRACT

The juridical practice, up until now, has identified or rather classified some activities 
as hazardous, such as combustibles, explosives, energy networks, driving vehicles and 
airplanes, fire arms, psychiatric hospitals, aerial fumigations, residual gases, among 
others. The list is not restrictive as we had previously disclosed and it can be conside-
rably broadened if we take into consideration the situation of great hazard which many 
Colombian localities experience.   

KEY WORDS: Hazardous Activities, Accountability of the State, Hazard, Risk and Harm. 

INTRODUCCIÓN

El concepto de la actividad peligrosa en de-

recho administrativo colombiano no difiere 

mucho de la concepción que se tiene en de-

recho privado. Muestra de ello es la constante 

remisión del Consejo de Estado a la jurispru-

dencia de la Corte Suprema de Justicia la cual 

tiene un mayor desarrollo histórico y una mejor 

estructura jurídica. Sin embargo, no sucede lo 

mismo cuando hablamos del régimen, puesto 

que mientras en derecho civil se concibe de 

manera amplia, abarcando varios campos de la 

responsabilidad, en el derecho administrativo 

se contempla como un régimen de responsa-

bilidad objetiva, fundamentado en un título de 

imputabilidad especial, denominado el riesgo 

excepcional, el cual debe revestir las caracte-

rísticas de anormalidad y de gravedad.

Si queremos ser flexibles, podríamos decir que 

el marco constitucional de la responsabilidad 

extracontractual del Estado está desarrollado 

en el artículo 1º de la Constitución Política, el 

cual consagra el precepto de la solidaridad al 

disponer que Colombia es un Estado Social de 

Derecho, fundado en el respeto de la dignidad 

de la persona humana y en la solidaridad de las 

personas que la integran. Norma que guarda 

una estrecha armonía con el artículo 90 que 

ordena, en el campo de la responsabilidad ex-

tracontractual del Estado, que tiene por origen 

el principio general de no hacer daño a otro, 

que el Estado debe responder patrimonial-

mente por los daños antijurídicos que le sean 

imputables, causados por la acción o la omisión 

de las autoridades públicas1.

Pero ¿por qué se aborda el tema de las activi-

dades peligrosas en el derecho administrativo, 

si sabemos de antemano que el derecho es 

una forma de control social2 y que los asocia-

dos están en la obligación de soportar ciertas 

cargas públicas que les impone el Estado? Una 

respuesta sencilla a este interrogante sería que 

la sociedad ha cambiado; y que si la irrespon-

sabilidad del Estado desconocía en el siglo XIX 

los daños ocasionados por las actividades de 
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riesgo, los tiempos permiten hoy une nueva 

posición, de pronto por el cambio acelerado 

de nuestra vida: la revolución industrial que 

trajo el ingreso de nueva maquinaria, inno-

vaciones en el transporte, progreso técnico y 

tecnológico, cambios en la organización social, 

económica y política; y con ello, también, la 

generación de mayores responsabilidades en 

la ocurrencia de nuevos daños que antes no 

tenían reparación. 

Con este propósito, la Corte Suprema de 

Justicia3 nos ilustra sobre lo que ha sido este 

proceso de desarrollo, sobre todo cuando se 

refiere a que en la última centuria, el hombre ha 

entrado en posesión de especializados conoci-

mientos, creadores de avances tecnológicos sin 

par. Empero, tal desarrollo ha ido acompañado 

de un haz de peligros de todo orden, variados y 

amenazantes, que han conducido a legisladores 

y a jueces a adoptar soluciones acordes con 

tal evolución.

Para la Corte, el tema de la responsabilidad 

civil se ha visto significativamente ensancha-

do por el crecimiento de una vida cada vez 

más compleja, la cual ha puesto al hombre en 

presencia de un adelantamiento tecnológico y 

científico asombroso, pero que, al compás del 

progreso, lo ha expuesto a incontables riesgos 

y peligros. Por esta razón se hace necesario un 

mayor desarrollo en cuanto a la reparación de 

los daños que le inflige su propio medio.

Concretamente, para el tema que estamos 

desarrollando, se empiezan a vislumbrar activi-

dades que son de corriente uso en la sociedad, 

pero que comportan no solamente la amenaza 

de llegar a lesionar a terceros (accidente aé-

reo, colisión de automóviles, estallido de una 

caldera, etc.), sino que de hecho, por la mera 

circunstancia de hacerse uso de ellos, producen 

daños de diversa índole, aparentemente inevi-

tables, cuales son los ruidos ensordecedores 

(aviones, ferrocarriles, autobuses, motocicletas, 

fábricas), los olores desagradables (plantas 

de abonos orgánicos, vertederos de basura y 

producción de químicos), las contaminaciones 

letales (fumigación aérea y manual), las trepi-

daciones o vibraciones capaces de destruir 

instalaciones de diverso género (decolaje o 

aterrizaje de aeronaves, estallidos de dinamita 

u otros explosivos), las corrosiones (gases resi-

duales de ciertas fábricas), el humo que afecta 

la salud humana y deteriora equipos y enseres 

(chimeneas de instalaciones industriales), entre 

otras situaciones que ameritaban una solución 

jurídica4.

Es de resaltar que al concepto de la actividad 

peligrosa no se llegó únicamente porque la rea-

lidad social así lo ameritaba; éste fue el hecho 

desencadenante de otro tipo de circunstancias. 

En el marco jurídico, por ejemplo, como con-

secuencia de ese acontecer social, se estaba 

viendo también la necesidad de un cambio de 

régimen para afrontar las nuevas situaciones 

que se generaban, debido a que los avances 

tecnológicos y científicos, y los nuevos riesgos 

que estos conllevan, hacían aparecer como in-

suficiente el régimen general de responsabilidad 
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Para la Corte, el tema de la 
responsabilidad civil se ha visto 
significativamente ensanchado 
por el crecimiento de una vida 
cada vez más compleja, la cual 
ha puesto al hombre en 
presencia de un adelantamiento 
tecnológico y científico 
asombroso, pero que, al compás 
del progreso, lo ha expuesto a 
incontables riesgos y peligros.

concebido por el legislador del siglo XIX, que 

tenía como principal elemento de imputación 

la culpa. 

Fue así como se comenzó a revaluar ese sistema 

de responsabilidad en el derecho administrati-

vo. Al respecto, nuevamente la Corte Suprema 

de Justicia nos ayuda a entender lo que venía 

sucediendo al mencionar que, en tal estado 

de evolución en donde la realidad social no 

era la misma, la insuficiencia de la culpa como 

factor de atribución en la materia resultaba 

notoria, y así el derecho no podía permanecer 

distante. Por lo anterior fue que se abrió paso 

a una nueva concepción del derecho fundada 

en lo que se ha llamado La era del daño, en la 

cual lo prioritario no es buscar un culpable para 

sancionarlo, sino el comprender y reparar a la 

víctima del mal injustamente sufrido5. 

Es claro entonces que el tema de la respon-

sabilidad civil se ha visto significativamente 

ensanchado, especialmente desde la segunda 

mitad del siglo XX, cuando la Ley de Expropia-

ción forzosa en España abre el debate jurídico 

con Eduardo García de Enterría sobre el dañó 

antijurídico. Según el debate, el crecimiento de 

una vida cada vez más compleja ha puesto al 

hombre en presencia de un adelanto tecnoló-

gico y científico asombroso, pero también lo 

ha expuesto a incontables riesgos y peligros. 

Por esta razón se ha hecho necesario un ma-

yor desarrollo en cuanto a la reparación de los 

daños que le inflige su propio medio.

Al tener como fundamento de responsabilidad 

el daño antijurídico6, se desplaza el antiguo 

soporte de la responsabilidad administrativa 

(concepto subjetivo de falla o falta de la Admi-

nistración), al concepto objetivo de la antijuridi-

cidad del daño producido por el Estado, el cual, 

en vez de culpar la actividad del funcionario, 

tiene como fundamento el exceso del conjunto 

de las cargas públicas que normalmente debe 

soportar el individuo en su vida social.

De forma general, se puede decir que el régi-

men de la responsabilidad por las actividades 

peligrosas del Estado es un claro ejemplo de 

este proceso de evolución socio-jurídica del 

derecho colombiano, el cual entra a suplir las 

insuficiencias a las cuales se enfrentaba el ré-

gimen general de responsabilidad del Estado 

en razón de los nuevos riesgos creados a raíz 

de los avances tecnológicos. Pero este avance 

jurídico genera, a la vez, nuevas inquietudes 
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De forma general, se puede 
decir que el régimen de 

la responsabilidad por las 
actividades peligrosas del 

Estado es un claro ejemplo 
de este proceso de evolución 

socio-jurídica del derecho 
colombiano, el cual entra a suplir 
las insuficiencias a las cuales se 

enfrentaba el régimen general 
de responsabilidad del Estado 

en razón de los nuevos riesgos 
creados a raíz 

de los avances tecnológicos.

jurídicas, sobre todo cuando se trata de deter-

minar el campo de aplicación del concepto de 

actividad peligrosa.

MÉTODO DE INVESTIGACION. 

La investigación, de la cual se des-

prende este escrito fue objeto de 

un estudio de tipo más analítico 

que descriptivo. Empleando un 

método inductivo de conocimien-

to nos adentramos en el complejo 

mundo de la interpretación juris-

prudencial y, partiendo del análisis 

individual y pormenorizado de 

las decisiones más importantes 

del Consejo de Estado en materia 

de responsabilidad por actividad peligrosa, 

sacamos conclusiones generales de su juris-

prudencia, sobre todo, en esta última década. 

Para este fin se utilizó un método de razona-

miento trenzado en el que se pusieron en un 

mismo plano varias conclusiones individuales 

separadas para entrecruzar con la herramienta 

hermenéutica los puntos comunes y las diferen-

cias entre los sujetos expuestos, generalmente 

en dos tipos de grupos: casos similares y casos 

disímiles, con el fin de realizar en cada estudio 

una prueba dialéctica que nos llevó a conocer 

de forma general cuáles fueron las tesis, la an-

títesis y la conclusión en cada caso, lo que nos 

llevará indefectiblemente al conocimiento de 

las ventajas y las desventajas de cada interpre-

tación y de todo el conjunto del razonamiento 

jurisprudencial. 
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METODOLOGÍA DE TRABAJO. La forma como 

se procedió a realizar el trabajo de investigación 

fue, en un primer tiempo, de nivel exploratorio, 

a través de la recolección del material necesa-

rio para la lectura del trabajo del Consejo de 

Estado, el cual consistió en descubrir con los 

auxiliares de investigación la mayor parte de 

escritos de doctrina que existen en Colombia 

sobre el análisis del trabajo interpretativo de la 

prestigiosa institución. En un segundo tiempo, 

se procedió a realizar un trabajo de clasifica-

ción de la información con el fin de conocer 

cuáles son los temas más tratados y los que 

más interés suscitan en la doctrina, llenando 

fichas temáticas, de autores, por fechas y por 

lugar de recolección. En un tercer tiempo, una 

vez identificadas la calidad y la cantidad de la 

producción jurisprudencial del Consejo de Esta-

do, se seleccionaron, de acuerdo con el trabajo 

realizado, las decisiones más importantes de 

la institución, clasificándolas por importancia, 

por volumen y por tema desarrollado. Cada 

jurisprudencia tuvo su respectiva ficha donde 

aparecen discriminadamente: la referencia, la 

exposición sintética de los hechos, la motiva-

ción de sentencia, las consideraciones de la 

Corte, la decisión, las subnormas, el tipo y la 

forma de interpretación, el tipo de sentencia 

y la relación con otras y la importancia de la 

misma. Finalmente, después de conocer el 

trabajo personal, las capacidades y el interés 

de los auxiliares investigadores, se procedió a 

elaborar en cada tema identificado, y por gru-

pos de investigación, una estructura de lógica. 

Con todo el trabajo de los grupos separada-

mente se intercambió información para luego, 

de forma general, sacar una estructura general 

de trabajo que reagrupó toda la información 

con sus conclusiones de conjunto.

I. LA CONSTRUCCIÓN COLOMBIANA DEL 
CONCEPTO DE ACTIVIDAD PELIGROSA

En derecho colombiano, el concepto de acti-

vidad peligrosa se ha construido lentamente 

con base en dos definiciones importantes: las 

definiciones de peligrosidad y la valoración del 

riesgo.

A.  La definición de la peligrosidad

Si miramos la doctrina nacional, no son mu-

chas las definiciones que se han dado sobre el 

concepto de actividad peligrosa. Javier Tama-

yo Jaramillo7, por ejemplo, así como Fabricio 

Mantilla Espinosa y Horacio Perdomo Parada8, 

la definen como toda actividad, que una vez 

desplegada su estructura o comportamiento, 

genera más probabilidades de daño de las que 

normalmente está en capacidad de soportar 

por sí solo, un hombre común y corriente. 

Por su parte, Alvaro Bustamante Ledesma9 

opina que es aquella que por su manifiesta 

peligrosidad intrínseca, su manejo, ejercicio 

y aprovechamiento implica riesgos especiales 

para las personas Esta peligrosidad surge esen-

cialmente porque los efectos de la actividad se 

vuelven incontrolables o imprevisibles, debido 

a la multiplicación de energía y movimiento, a 
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la incertidumbre de los efectos del fenómeno 

o a la capacidad de destrozo que tienen sus 

elementos. 

También la jurisprudencia se ha aventurado 

en dar algunas definiciones de las actividades 

peligrosas. Considera, por ejemplo, la Corte 

Suprema de Justicia10 que debe entenderse por 

actividad peligrosa la que, aunque lícita, es de 

las que implican riesgos de tal 

naturaleza que hacen inmi-

nente la ocurrencia de da-

ños, por ser una actividad 

multiplicadora de energía, 

debido a la manipula-

ción de ciertas cosas 

o al ejercicio de una 

conducta específica 

que lleva implícito el 

riesgo de producir 

una lesión o me-

noscabo, porque 

tiene la aptitud 

de provocar un 

desequilibrio o 

alteración en las fuerzas que de ordinario des-

pliega una persona respecto de otra, dados 

los instrumentos empleados y sus inciertos 

efectos. 

De otro lado, el Consejo de Estado colombia-

no11, considera que será actividad peligrosa la 

de una persona moral o jurídica que genera más 

peligros de daño de los que, por sí misma, se 

está en capacidad de soportar.

Ahora, se colige de las anteriores posiciones 

jurisprudenciales que estas actividades no se 

deben entender sólo cuando están en posición 

activa: también pueden estar en posición pasi-

va. En efecto, su alto riego de peligrosidad las 

hacen amenazantes para la vida en general. 

Es decir, tanto las cosas inertes como las que 

no lo son pueden ser puestas circunstancial-

mente por el hombre en situación 

de riesgo inminente 

para terceros; y por 

lo mismo, ocasionar-

les perjuicios a pesar 

de hallarse en reposo, 

como las actividades 

que tienen que ver con la 

producción, distribución 

y almacenamiento de ga-

ses metano y propano, gas 

en forma líquida y gas para 

uso doméstico, lo mismo que 

la manipulación de materiales 

inflamables y susceptibles de ex-

plosión. Por el riesgo inherente a la 

naturaleza misma de las sustancias y 

la potencialidad para dañar es que se les reco-

noce con independencia de las precauciones 

que se adopten en el desarrollo del proceso 

de producción y consumo, porque el peligro 

permanece y está latente en cualquiera de las 

etapas y actividades12. 

De lo anterior, debemos tener en cuenta tam-

bién que cualquier actividad humana puede 

ser ejercida generando peligro o riesgo para 
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los demás, por lo que una interpretación ligera 

o caprichosa haría de esto la regla general de 

responsabilidad. De ahí, entonces, que el carác-

ter peligroso de la actividad no pueda quedar 

al capricho o voluntad del operador jurídico, 

sino sujeto a criterios objetivos, no absolutos, 

teniendo en cuenta “la naturaleza propia de las 

cosas y las circunstancias en que aquella se rea-

liza y [...] el comportamiento de la persona que 

ejecuta o se beneficia de aquella actividad, en 

relación con las precauciones adoptadas para 

evitar que la cosa potencialmente peligrosa 

cause efectivamente un daño...”13. 

De manera que la peligrosidad es una cuestión 

de hecho que debe ser examinada con apoyo 

en criterios objetivos como los anteriormente 

indicados, en cada caso concreto, salvo que se 

esté en presencia de una anticipada calificación 

legal, la cual, hasta el momento, no existe en el 

ordenamiento jurídico colombiano.

En primer lugar, se debe aclarar que la actividad 

misma, por muy peligrosa que esta sea, no es de 

por sí dañosa, aunque potencialmente pueda 

ocasionar daños. Para poder hablar entonces 

de responsabilidad del Estado por actividad 

peligrosa se requiere que esté desplegada por la 

Administración de forma efectiva; es decir, que 

haya ocasionado un daño: directo, personal, 

cierto y antijurídico. 

La actividad peligrosa debe, además, ser im-

putable al Estado, como nexo causal y no 

como título jurídico de imputación; es decir, 

que el riesgo excepcional sea ocasionado por 

el Estado como consecuencia directa de su 

actividad. Este elemento se ha destacado para 

no extender hasta el infinito la responsabilidad 

de la Administración. Es precisamente por este 

elemento que a la víctima le corresponde pro-

bar, además del daño, que la actividad peligrosa 

del Estado fue la causante de éste, para que el 

juez administrativo pueda dar por cierto que el 

daño ha sido generado por la Administración en 

el despliegue de actividades peligrosas.

A su vez, se debe tener siempre presente que 

se trata de un régimen de responsabilidad 

extracontractual y no contractual, por cuanto 

en este último se aplican las disposiciones 

contractuales atendiendo al principio de la 

autonomía de la voluntad de las partes. La 

responsabilidad por actividades peligrosas se 

aplica en las relaciones entre el Estado y los 

particulares donde no media un vínculo con-

tractual, razón por la cual quedan excluidas 

situaciones como la práctica médica por más 

peligrosa que esta pueda ser. No podría desco-

nocer tampoco nuestro juez administrativo la 

realidad económica y social del país, por lo que 

se deben tener en cuenta las posibilidades que 

pueda brindar el servicio público, reconociendo 

que estamos dentro de un Estado pobre que 

carece de los recursos presupuestales suficien-

tes para reparar los daños ocasionados a los 

ciudadanos que sufren en sus relaciones con 

la Administración. 

Esto por cuanto aceptar que el Estado debe 

responder por todas las imprudencias de sus 

trabajadores, hasta por las torpezas de los 
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La Corte Suprema de Justicia,  
al referirse a las actividades 

peligrosas, en ocasiones trata 
los términos riesgo y peligro 

como sinónimos.

conductores, es olvidar la realidad social del 

derecho y mirar al propio Estado como el 

supremo dispensador de felicidad, confort y 

seguridad. La responsabilidad del ente estatal 

debe ser mirada como concepto relativo, que 

debe enfocarse siempre dentro de las posibili-

dades que pueda brindar el servicio. 

Por eso no es lo mismo la responsabilidad en un 

Estado pobre como el colombiano, que aque-

lla que podría darse en un país desarrollado. 

Aunque en estos tampoco se de la protección 

total del Estado providencia14. 

Por estas razones es que debemos ser precavi-

dos y no considerar cualquier actividad como 

peligrosa por el sólo hecho de que pueda po-

tencialmente ocasionar un daño. En nuestros 

días, la definición doctrinal y jurisprudencial 

de peligro es muy abierta, por cuanto no exis-

te definición legal. Sin embargo, teniendo en 

cuenta las observaciones ya hechas, podríamos 

pensar que existen los suficientes parámetros 

para tener en cuenta la calificación de un acto 

como peligroso. Y si quisiéramos ser más cui-

dadosos, sería importante aclarar antes la rela-

ción y la confusión que se presenta entre dos 

términos muy similares: la actividad peligrosa 

y el riesgo. 

B.  La valoración del riesgo

En efecto, la teoría y el concepto de la actividad 

peligrosa están íntimamente ligados a su vez 

con el concepto riesgo y la teoría del riesgo, 

para algunos, excepcional. Ambos criterios 

fundamentan la protección que el derecho da 

a las personas cuando estas son víctimas de 

daños ocasionados con actividades peligrosas 

o cuando los inconvenientes que se crean con 

este tipo de actividades resultan excesivos, 

comprometiendo la responsabilidad del Esta-

do. La sola definición de los conceptos nos da 

una idea de la relación y semejanza existentes 

entre ellos. Así, por ejemplo, por peligro se 

entiende el riesgo o contingencia inminen-

te de que suceda algún mal; y por riesgo, la 

contingencia o proximidad de un daño15. Sin 

embargo, en la teoría de la responsabilidad 

extracontractual del Estado, estos conceptos 

no se deben confundir.

La Corte Suprema de Justicia16, al referirse a las 

actividades peligrosas, en ocasiones trata los 

términos riesgo y peligro como sinónimos. Por 

ejemplo, en la primera de estas sentencias, nos 

dice que la actividad peligrosa se debe tratar 

como un régimen conceptual y probatorio cuya 

misión no es otra que la de favorecer a las víc-

timas de ciertos accidentes en que el hombre, 

utilizando en sus propias labores, fuerzas de las 

que no puede tener siempre absoluto control, y 
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que por lo tanto son aptas para romper el equi-

librio antes existente, de hecho ha colocado 

a los demás asociados bajo el riesgo inminente 

de recibir lesión. Igual, en la segunda sentencia, 

refiriéndose al mismo tema utiliza la palabra 

peligro inminente de recibir lesión. También en esta 

sentencia la Corte califica las actividades no 

como peligrosas sino como riesgosas.

Pero en el derecho Administrativo, además de 

estar relacionados los conceptos por ser en 

alguna forma sinónimos, la actividad peligrosa 

se fundamenta en la teoría, y ya no sólo en el 

concepto del riesgo excepcional. Esto nos indi-

ca que no deben ser tratados igualmente, por-

que en las actividades peligrosas nos estamos 

refiriendo a una responsabilidad específica, 

estamos dentro de un caso de responsabilidad 

particular que tiene como fundamento, como 

otros casos de responsabilidad, el título de 

imputación del riesgo excepcional. Al contrario, 

la teoría del riesgo es lo general, como título de 

imputación fundamentado en el riesgo anormal 

y grave que crea la Administración, cimienta 

la procedencia de la responsabilidad objetiva 

del Estado, comprometiéndolo por romper el 

equilibrio de la igualdad ante las cargas públicas 

en los diferentes campos de aplicación de este 

régimen de responsabilidad. 

Por esta razón, hay que diferenciar la teoría 

del riesgo del concepto de riesgo inherente a 

la actividad peligrosa como tal. Este último se 

debe precisamente a que este tipo de activida-

des por el desequilibrio o la alteración en las 

fuerzas que genera, bien sea la actividad des-

plegada o la cosa en sí por la multiplicación de 

energía o movimiento, generan de esta manera 

más peligros de daño de los que generaría una 

actividad normal. Elemento éste que destaca la 

jurisprudencia del Consejo de Estado al referir-

se a la conducción de vehículos automotores, 

donde establece que cuando se produce un 

daño relacionado con dicha actividad, lo que 

debe analizarse es si éste constituye realización 

del riesgo, por haberse desencadenado el po-

tencial dañoso de la actividad, o si el resultado 

es ajeno al riesgo y la actividad peligrosa sólo 

fue causa pasiva en la producción del daño17; 

mientras que la teoría del riesgo como tal es un 

factor de imputación que conlleva la aplicación 

de un régimen conceptual y probatorio espe-

cial, conocido como responsabilidad sin falta u 

objetiva; en donde el daño toma una posición 

determinante frente a la falla y del cual sólo 

se puede exonerar mediante la prueba de una 

causa extraña (fuerza mayor, culpa exclusiva de 

la víctima o culpa exclusiva de un tercero). 

En este punto, como se ha podido observar, 

la mayor producción en cuanto a actividades 

peligrosas, al menos en el derecho administra-

tivo, corresponde a la jurisprudencia, la cual ha 

catalogado unas actividades como peligrosas, 

lista que hasta ahora no es taxativa, pero que 

se puede tener en cuenta como precedente 

en caso de situaciones similares o de nuevas 

actividades que se inscriban dentro de esos 

parámetros.
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II.  UNA VOLUNTAD CRECIENTE DE DETER-
MINAR EL CAMPO DE APLICACIÓN DE LA 
NOCIÓN DE ACTIVIDAD PELIGROSA

En un afán de precisar cada vez más el con-

cepto de actividad peligrosa, el Consejo de 

Estado, en su gran parte, ha tratado de abar-

car el terreno de aplicación de la noción de la 

actividad peligrosa. A continuación, mencio-

naremos de forma rápida las actividades que 

hoy se tienen en cuenta como peligrosas por 

la jurisprudencia del Consejo de Estado, con 

una corta explicación de en qué consiste cada 

una de ellas, pues no es el propósito de este 

artículo abarcar el tema18.

A. Actividades consideradas tradicionalmente 
como peligrosas

Las actividades que hasta ahora son conside-

radas como tradicionalmente peligrosas, por 

la jurisprudencia del Consejo de Estado, son 

las siguientes:

Sustancias peligrosas19 Es un acto peligroso en 

sí; se refiere a la manipulación de combustibles 

y explosivos, cuando se producen daños deriva-

dos de una explosión de materiales inflamables, 

incluidos los derivados del petróleo, el gas, la 

pólvora, la dinamita y materiales analógicamen-

te peligrosos20.

Dentro de este campo también se pueden en-

cuadrar las fumigaciones con glifosfato21 y otras 

sustancias químicas nocivas que se utilizan 

para la destrucción de cultivos de marihuana, 

amapola y coca22.

Redes de energía eléctrica. Dentro de este 

ítem se tiene en cuenta todo el sistema eléc-

trico, desde su producción hasta el consumo 

de la misma, por lo que abarca la producción 

(centrales generadoras: hidráulicas, térmicas o 

nucleares), estaciones elevadoras (dedicadas a 

elevar la tensión desde el valor de generación 

hasta el de transporte a grandes distancias), 

redes de transporte, redes de reparto, etc. 

(...) La conducción de la energía en las vías 

urbanas crea un riesgo excepcional para los 

asociados, el cual, a pesar de todas las pre-

visiones, llega a realizarse con consecuencias 

dañosas. Las instalaciones y centrales de ge-

neración, conducción y distribución de energía 

generan responsabilidad objetiva por los daños 

antijurídicos que produzcan23.

Vehículos terrestres y aeronaves. Es uno de los 

rubros más importantes de la responsabilidad 

extracontractual por actividades peligrosas.

En estos casos, el Estado responde también 

por los daños causados por las aeronaves a ter-

ceros en la superficie. El Código de Comercio, 

en sus artículos 1827 y siguientes, establece un 

severo régimen de responsabilidad objetiva por 

daños causados a terceros en la superficie en 

sus personas o en sus bienes. Es lo que ocurre 

cuando cae algún objeto del avión o este se es-

trella contra la superficie en una zona poblada 

o cultivada. Estas disposiciones son aplicables 

a las aeronaves del Estado24.
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Armas de fuego25. (...) La palabra hace referen-

cia a la noción de equipo o enseres necesarios 

para proveer a una unidad. A su vez, el origen 

latino de la “dotación oficial” hace referencia 

a los fondos o atribuciones que se hallen 

bajo la impulsión o al menos la 

órbita de la autoridad pública. 

De lo anterior se deduce que 

no necesariamente el arma 

debe pertenecer al Estado; 

basta que le sea asignada, 

basta que la entidad pública 

o el funcionario mismo tengan 

bajo su guardia o custodia el 

arma, para que podamos hablar 

de “dotación oficial”.

B. Nuevas actividades consideradas como 
peligrosas

Dentro de las nuevas actividades consideradas 

de forma general como peligrosas se encuen-

tras algunas que no siempre lo fueron y dan 

lugar para que ingresen muchas otras que no 

tienen todavía el consenso de la doctrina y de 

la jurisprudencia.

Daños por establecimientos carcelarios o de 

rehabilitación de menores. Se acepta que el 

Estado responde con base en el riesgo excep-

cional por algunos daños provenientes de las 

instalaciones carcelarias o de las dedicadas a 

la rehabilitación de menores delincuentes.

Así, por ejemplo, se acepta dicha responsabi-

lidad objetiva en el caso de que los detenidos 

escapen del penal y salgan a causar daños a 

los particulares en el vecindario26. La actividad 

estatal, al manejar personal delincuente, cons-

tituye un riesgo excepcional que amerita una 

responsabilidad objetiva a favor de las 

personas que se vean perjudicadas 

por los detenidos27.

Similar responsabilidad por 

riesgo excepcional se aplica 

en caso de que uno de los 

detenidos lesione o dé muer-

te a otro de sus compañeros 

de prisión dentro del esta-

blecimiento. En Colombia, el 

Consejo de Estado ha considerado 

que cuando un recluso muere como con-

secuencia de la ausencia o deficiente vigilancia 

y protección del centro penitenciario, el hecho 

es imputable a la Administración porque al 

Estado le corresponde la prestación del servi-

cio público de vigilancia y de seguridad de los 

establecimientos carcelarios según lo dispuesto 

en el Código Carcelario y el Estatuto Orgánico 

de Cuerpo de Custodia y Vigilancia28. 

Así lo determina la misma entidad al catalogar 

esta actividad como peligrosa, porque tanto 

dentro, como por fuera de las instalaciones, 

el manejo del personal detenido impone a las 

autoridades en los lugares de reclusión un espe-

cial cuidado y diligencia, cuidado que aumenta 

en proporción a la mayor peligrosidad de ese 

personal. Y si esa actividad especial se impone 

dentro de los lugares de reclusión, que cuen-

tan con especiales condiciones de seguridad, 
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no sólo en cuanto a las instalaciones mismas, 

sino también en lo que dice con el personal y el 

armamento, qué no podrá decirse cuando ese 

manejo debe hacerse por fuera de los aludidos 

lugares, por ejemplo, cuando hay que sacarlos 

para el cumplimiento de diligencias judiciales 

o incluso por motivos de salud29.

Hospitales siquiátricos30. Los hospitales si-

quiátricos se han convertido, con el paso de 

los años, en actividades riesgosas y peligrosas, 

en razón de los pacientes que tratan y de las 

terapias que hoy día utilizan. En este caso, 

el riesgo no depende de la utilización de una 

cosa, sino del manejo de personas peligrosas 

por naturaleza. En consecuencia, si un pa-

ciente psiquiátrico causa un daño a un tercero 

mientras se encuentra en tratamiento por el 

Estado, este será objetivamente responsable 

y solo se exonera mediante la prueba de una 

causa extraña31.

Estas son algunas de las actividades peligrosas 

más destacadas por la jurisprudencia y la doc-

trina. Lo verdaderamente importante es que la 

actividad se ajuste al precedente judicial que 

se ha venido elaborando, que pueda derivarse 

de ella un riesgo excepcional anormal y grave, 

y que se tengan en cuenta los elementos que 

se mencionaron para poder predicar la respon-

sabilidad del ente estatal.

Pero, además, de los parámetros establecidos, 

podrían relacionarse como tales, otro tipo de 

actividades, bien sean nuevas o actuales, que 

cumplan con estos requisitos, pues se trata de 

una categoría abierta que permite la inclusión 

de nuevas actividades conforme la evolución 

de la sociedad colombiana; como por ejemplo: 

la vacunación masiva, voluntaria u obligatoria 

después de una campaña estatal en las cárceles 

y en el ejército o en la población más desfavo-

recida, la lucha contra el narco-terrorismo32 y 

la manipulación genética33.

CONCLUSIÓN

El régimen de responsabilidad por actividades 

peligrosas surge como una respuesta jurídica a 

los riesgos creados por los avances tecnológi-

cos de los últimos tiempos, dentro de los que 

se destacan este tipo de actividades, las cuales, 

aunque necesarias, por su naturaleza pueden 

generar riesgos o lesiones a los ciudadanos. 

Es necesario, además, resaltar que hay que 

tener parámetros para catalogar una actividad 

Dentro de las nuevas actividades 
consideradas de forma general 
como peligrosas se encuentras 

algunas que no siempre lo 
fueron y dan lugar para que 

ingresen muchas otras que no 
tienen todavía el consenso de la 

doctrina y de la jurisprudencia.
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como peligrosa o no peligrosa, para que de 

esta forma no se califique cualquiera actividad 

como tal. En este sentido deben entonces to-

marse en cuenta factores como la naturaleza 

de la actividad, las circunstancias en que se 

realiza ésta, el riesgo que genera la actividad, 

el daño, el nexo causal, seguir los precedentes 

judiciales, distinguirla de la responsabilidad 

contractual, las posibilidades económicas del 

Estado colombiano, etc.

Hasta ahora, la práctica judicial ha identificado 

o catalogado algunas actividades como peligro-

sas, como los combustibles, los explosivos, las 

redes de energía, la conducción de vehículos y 

aeronaves, las armas de fuego, los hospitales 

psiquiátricos, las fumigaciones aéreas, los gases 

residuales, entre otras. Lista que no es taxati-

va como lo expresamos anteriormente y que 

puede verse ampliada de forma considerable 

si tenemos en cuenta la situación de alta peli-

grosidad en la que viven muchas poblaciones 

colombianas. 
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